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Bogotá, D.C., 9   de Julio de 2020 
 

Señor: 

Juez 27 Administrativo de oralidad del Circuito de Bogotá  

Sección Segunda  

E.     S.     D.  

 

REF. : Expediente No.11001333502720190040800 

DEMANDANTE : JOSE EDILSON BUENO GAÑAN 

DEMANDADO        : MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO 

  NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO    

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA Y PRESENTACIÓN DE EXCEPCIONES 

 

MARIA DEL PILAR GORDILLO CASTILLO, mayor de edad, domiciliada y residente 

en la ciudad de Bogotá, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 

53.101.778 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio y portadora de la 

Tarjeta Profesional Número 218.056 del Consejo Superior de la Judicatura, 

obrando en calidad de apoderada de la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL en el proceso de la referencia, conforme al poder otorgado, doy 

CONTESTACIÓN a la demanda en término, teniendo en cuenta el cierre 

judicial desde el día 16 de marzo al 30 de junio de 2020 en los siguientes 

términos:  

 

PRONUNCIAMIENTO RESPECTO DE LOS HECHOS EXPUESTOS DENTRO DE LA 

DEMANDA 

 

Hechos: 1 y 2 Es cierto de conformidad con la documental. 

Hechos 3, 4 y 5 No son hechos corresponde a argumentación jurídica  

Hechos: 6 y 7. No son hechos, corresponden a la argumentación jurídica 

realizada por el togado 

 

PRONUNCIAMIENTO RESPECTO DE LAS PRETENSIONES EXPUESTAS DENTRO DE LA 

DEMANDA 

 

Excepción de prescripción cuatrienal de derechos laborales  

 

De conformidad con lo expuesto en los hechos, el señor JOSE EDILSON BUEO 

GAÑAN  contrajo matrimonio el día 16 de julio de 2016, de conformidad a la 

respuesta emitida por la Dirección de personal  el día 16 de septiembre de 

2019, se le informa que le fue reconocido el 23% de subsidio familiar mediante 
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orden administrativa de personal N° 1350 del 15 de marzo de 2017 con 

novedad fiscal 24 de agosto de 2016 y orden administratiova de personal N° 

1519 de fecha 30 de mayo de 2018 con novedad fiscal 07 de febrero de 2018, 

es decir que desde el que desde el año 2016 percibe el subsidio familiar. 

 

Por lo anterior, se considera que no existe valor pendiente a reconocer o 

reajustar en razón a que el acto administrativo, que ordeno el reconocimiento 

del subsidio familiar, se expidió bajo el ordenamiento jurídico del Decreto N° 

1161 de 2014, norma que se encuentra vigente. 

 

Como un modo de extinción de derechos particulares contempla el artículo 

174 del Decreto 1211 de 1990, la prescripción cuatrienal, es decir, que ellos 

prescriben en cuatro años contados desde la fecha en que se hicieron 

exigibles. Para que dicha figura opere, es indispensable que concurran todas 

las exigencias legales, entre ellas, que sea evidente la exigibilidad, frente a la 

cual se observe inactividad injustificada del interesado o titular del derecho, 

en lograr su cumplimiento. 

 

En efecto, para resolver el sub-júdice, necesario es acudir al término 

prescriptivo que se contempla en el artículo 174 del Decreto 1211 de 19901, 

norma que contempla la prescripción especial de las acreencias laborales de 

un sector específico de servidores públicos, como son las que perciban los 

miembros de la Fuerza Pública. Conforme a lo anterior, haciendo uso de la 

analogía es dable acudir a la regla prescriptiva que se contempla en el 

artículo 174 del Decreto 1211 de 1990, toda vez que la postura de la parte 

actora implicaría admitir que todos los derechos surgidos al amparo de la Ley 

131 de 1985 serían imprescriptibles, aserto que no es de recibo dado que 

solamente los derechos laborales de tracto sucesivo de orden vitalicio, salvo 

excepciones legales, quedan amparados por esta prerrogativa. 

 

Legalidad del acto administrativo: 

 

La demanda carece de fundamento jurídico si se tiene en cuenta que el acto 

administrativo demandado fue proferido conforme las normas legales y 

constitucionales vigentes, que a la fecha están amparados por la presunción 

de legalidad y constitucionalidad, por lo motivos que expongo:  

En primer lugar, y abordando la teoría del acto administrativo, se debe hacer 

un análisis de los elementos del mismo; para posteriormente entrar a 

confrontar si dicho pronunciamiento de la administración adolece de vicio 

alguno con el fin de ser sometido a un juicio de legalidad; que es lo que 

materialmente pretende la parte demandante. 

 

De tal forma, que debe abordarse la pregunta ¿Qué significa anular un acto 

administrativo, objetivo, subjetivo o condición?, de lo cual se infiere ab initio, 

es excluir del ordenamiento jurídico vigente con efectos jurídicos definitivos 

erga omnes y ex tunc ( generales y retroactivos, si son actos objetivos), o inter 

alios y ex tunc (entre partes interesadas o legitimadas y retroactivos, si son 

                                                 
1 PRESCRIPCION. Los derechos consagrados en este Estatuto prescriben en cuatro (4) años, que se contarán desde la fecha en que se hicieron 

exigibles. El reclamo escrito recibido por autoridad competente sobre un derecho, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual. El 

derecho al pago de los valores reconocidos prescribe en dos (2) años contados a partir de la ejecutoria del respectivo acto administrativo y 
pasarán a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares. 
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actos subjetivos), un acto administrativo que se probó (causales de nulidad 

del artículo 137 del C.P.A. y C.A) por las autoridades judiciales previa 

demanda a través de un medio de control judicial idóneo y pertinente ( 

nulidad, nulidad y restablecimiento del derecho y por excepción 

contractuales), el cual estaba incurso en una causal de nulidad o vicios 

intrínsecos del acto, bien sea materiales o formales; contenido que ha sido 

objeto de desarrollo jurisprudencial por parte del Consejo de Estado, a través 

de pronunciamiento de la Sala Contencioso administrativo , en su sentencia 

de fecha 27 de enero de 2011, 

 

“clasificó a las causales de nulidad así: de manera particular, el artículo 84 del 

código Administrativo, como causales de nulidad de los actos administrativos, 

contempla como vicios formales, los de infracción de normas en las que debe 

fundarse, expedición por funcionario u organismo incompetente y expedición 

irregular y como vicios materiales: su emisión con desconocimiento del 

derecho de audiencias y defensa, falsa motivación, o con desviación de las 

atribuciones propias del funcionario o corporación que lo profirió” 

 

En el mismo sentido se ha pronunciado la Corte Constitucional, en la sentencia 

C- 620 de 2004, en la cual manifiesta ”…… a través de dicha acción (acción 

de nulidad) se garantiza el principio de legalidad que es consustancial al 

Estado Social de Derecho que nuestra Constitución institucionaliza y se 

asegura el respeto y la vigencia de la jerarquía normativa. Dicha jerarquía, 

cuya base es la Constitución, se integra además con la variedad de los actos, 

que en los diferentes grados u órdenes de competencia son expedidos por los 

órganos que cumplen las funciones estatales, en ejercicio de las 

competencias constitucionales y legales de que han sido investidos formal, 

funcional o materialmente.” 

 

Antecedentes normativos 
 

En el año 2000, producto de la redefinición de importantes aspectos en temas 

de Seguridad y Defensa Nacional y a la reestructuración que supuso, se dio un 

desarrollo legal importante que comprendió la expedición de múltiples 

normas que regularon, entre otras cosas, la Carrera y el régimen salarial y 

prestacional de una nueva categoría de militares: los Soldados Profesionales y 

los Infantes de Marina Profesionales. 

El artículo 1 del Decreto-ley 1793 de 2000, Régimen de Carrera y Estatuto del 

Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares, los define como 

varones entrenados y capacitados con la finalidad principal de actuar en las 

unidades de combate y apoyo de combate de las Fuerzas Militares, en la 

ejecución de operaciones militares, para la conservación, restablecimiento 

del orden público y demás misiones que le sean asignadas.  

 

En lo que respecta al derecho al subsidio familiar para esta categoría de 

militares, fue el artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, por el cual se establece 

el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales 

de las Fuerzas Militares, la norma que lo reconoció en un primer momento y fijó 

su monto del siguiente modo: 
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“Artículo 11. Subsidio Familiar. A partir de la vigencia del presente decreto, 

el Soldado Profesional de las Fuerzas Militares casado o con unión marital 

de hecho vigente, tendrá derecho al reconocimiento mensual de un 

subsidio familiar equivalente al cuatro por ciento (4%) de su salario básico 

mensual más la prima de antigüedad. 

 

Para los efectos previstos en este artículo, el soldado profesional deberá 

reportar el cambio de estado civil a partir de su inicio al Comando de la 

Fuerza de conformidad con la reglamentación vigente”. 

 

Con posterioridad, mediante Decreto 3770 de 2009, el reconocimiento de esta 

prestación fue revocado para el personal que a partir de su entrada en 

vigencia ingresara al escalafón de las Fuerzas Militares como Soldados 

Profesionales e Infantes de Marina Profesionales, respetando el 

reconocimiento hecho para el personal que venía disfrutando con 

anterioridad de dicha prestación. 
 
“Artículo 1°. Derogase el artículo 11 del Decreto 1794 de 2000. 

 

Parágrafo 1°. Los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales 

de las Fuerzas Militares que a la fecha de entrada en vigencia del presente 

decreto estén percibiendo el subsidio familiar previsto en el derogado 

artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, continuarán devengándolo hasta su 

retiro del servicio. 

 

Parágrafo 2°. Aclárese que el valor del subsidio familiar a que se refiere el 

artículo 11 del Decreto 1794 de 2000 es el resultado de aplicar la siguiente 

fórmula: 4% Salario Básico Mensual + 100% Prima de Antigüedad Mensual”. 

 

El Gobierno Nacional (Ministerio de Defensa Nacional, Ministerio de Hacienda 

y Crédito Público y el Departamento de la Función Pública) expidió un nuevo 

decreto en el que se restituye el pago del subsidio familiar para dicho personal 

uniformado. El Decreto 1161 del 24 de junio de 2014, creó un nuevo subsidio 

familiar para Soldados Profesionales e Infantes de Marina en actividad, 

pagadero a partir del 1º de julio de 2014, para quienes no perciban esta misma 

prestación en los términos de los Decretos 1794 de 2000 y 3770 de 2009, que se 

liquidará y reconocerá mensualmente sobre la asignación básica, de 

conformidad con lo previsto en el primero de sus artículos: 

 
“a) Para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales 

casados o con unión marital de hecho vigente, tendrán derecho a percibir 

por subsidio familiar el veinte por ciento (20%) de la asignación básica por 

la cónyuge o compañera permanente, más los porcentajes a que se 

pueda tener derecho por los hijos conforme al literal c) de este artículo; 

b) Para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales viudos 

siempre y cuando hayan quedado a cargo de los hijos habidos dentro del 

matrimonio o dentro de la unión marital de hecho, tendrán derecho a 

percibir por subsidio familiar el veinte por ciento (20%) de la asignación 

básica más los porcentajes a que se pueda tener derecho por los hijos 

conforme al literal c) del presente artículo; 

c) Para los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales con 

hijos, tendrán derecho a percibir subsidio familiar por este concepto 

calculado sobre su asignación básica así: Por el primer hijo el tres por ciento 
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(3%), por el segundo hijo el dos por ciento (2%) y el uno por ciento (1%) por 

el tercer hijo. En ningún caso el soldado profesional o el infante de marina 

profesional por este concepto podrá percibir más del seis por ciento (6%) 

de su asignación básica. 

Parágrafo 1°. El subsidio familiar previsto en el presente artículo en ningún 

caso podrá sobrepasar el veintiséis por ciento (26%) de la asignación básica 

de los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales. 

Parágrafo 2°. Para los efectos previstos en este artículo los Soldados 

Profesionales e Infantes de Marina Profesionales de las Fuerzas Militares a 

partir del 1° de julio de 2014, podrán elevar al Comando de Fuerza, la 

solicitud de reconocimiento del subsidio familiar previsto en el presente 

decreto, y el reconocimiento tendrá efectos fiscales a partir de la fecha de 

presentación de la solicitud de que trata el presente parágrafo, siempre y 

cuando cumplan con los requisitos para su reconocimiento y pago. 

Parágrafo 3°. Los Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales 

de las Fuerzas Militares que estén percibiendo el subsidio familiar previsto en 

los Decretos 1794 de 2000 y 3770 de 2009, no tendrán derecho a percibir el 

subsidio familiar que se crea en el presente decreto”. 

 

Por otro lado, mediante sentencia del Consejo de estado sección segunda – 

subsección b Magistrado Ponente: César Palomino Cortés, de fecha 8 de junio 

de dos mil diecisiete 2017, Radicado: 11001-03-25-000-2010-00065-00, se 

declaró, con efectos ex tunc, la nulidad total del Decreto 3770 de 2009, “por 

el cual se deroga el artículo 11 del Decreto 1794 de 2000 y se dictan otras 

disposiciones”, expedido por el Gobierno Nacional. 

 

Ahora bien, es del caso señalar que el Honorable Consejo de Estado en la 

solicitud de aclaración y adición de la sentencia anteriormente referenciada 

indica que “De acuerdo con lo dicho, la declaratoria de nulidad con efectos 

ex tunc del Decreto 3770 de 2009, revivió las disposiciones normativas 

contenidas en el artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, restituyendo sus efectos 

con el fin de evitar la existencia de vacíos normativos y por ende la inseguridad 

jurídica generada por la ausencia de regulación particular y especifica 

respecto a situaciones jurídicas no consolidadas desde el momento de su 

promulgación hasta cuando fue subrogado por el Decreto 1161 de 2014, que 

permanece en vigor desde su entrada en vigencia hasta nuestros días, por 

cuanto no ha sido expulsado del ordenamiento jurídico por ninguna de las vías 

legalmente establecidas”.   

 

Finalmente, en sentencia de unificación expuestas por el Consejo de Estado 

Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda con consejero 

ponente: William Hernández Gómez Referencia (1701-2016), se indicó lo 

siguiente las siguientes reglas de unificación así: 

 

(…)”  

9. Los soldados profesionales que causen su derecho a la asignación de 

retiro a partir de julio de 2014 tendrán derecho a que se incluya el 

subsidio familiar como partida computable en dicha prestación, así: en 

el porcentaje del 30%2 para quienes al momento de su retiro estén 

                                                 
2 Artículo 1 del Decreto 1162 de 2014. 
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devengado el subsidio familiar regulado en el Decreto 1794 de 20003 y, 

en porcentaje del 70%, para el personal de soldados profesionales que 

no percibía tal partida. 

 

10. Para quienes causaron su derecho a la asignación de retiro con 

anterioridad al mes de julio de 2014, el subsidio familiar no es partida 

computable para la liquidación de esa prestación, toda vez que no 

estaba definido en la ley o decreto como tal. (…)” 

 

Caso concreto: 

 
 

Se tiene que el acto administrativo demandando esto es el oficio No. 

20193111805191 MND-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 16 

de septiembre de 2019, niega el pago del reconocimiento del subsidio familiar 

bajo el artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, en razón a lo siguiente: 

 

No es viable jurídicamente la aplicación del artículo 11 de decreto 1794 para 

la situación actual del demandante  
 

Se tiene que el demandante de conformidad con el acervo probatorio 

mediante Registro Civil de Matrimonio de fecha 21 de julio de 2016 con la 

señora DIANA MARCELA BEDOYA VALENCIA y JOSE EDILSON BENO GAÑAN 

fecha en que ya NO se encontraba vigente el Decreto 1794 de 2000 

 

 Es así como se hace necesario traer a colación la diferencia que hay entre 

derechos adquiridos y meras expectativas, para tal efecto se menciona lo 

señalado por la Corte Constitucional en Sentencia C-177/05 donde la 

Honorable corporación realiza un análisis profundo acerca de la 

retroactividad y retrospectividad de las normas laborales su distinción, la 

definición de derechos adquiridos en materia laboral y sobre las normas de 

derecho laboral-efecto general e inmediato/ley laboral-no afecta situaciones 

definidas o consumadas conforme a las leyes anteriores, de la siguiente forma: 
 

“Desde la sentencia C-168 de 1995, la Corte Constitucional asumió como 

propia, y en forma consistente, la distinción entre derechos adquiridos y otras 

categorías jurídicas que permiten que nuevas leyes tengan efecto general 

inmediato. Dentro de estas se destaca el concepto de expectativas legítimas. 

  

A partir de la mencionada sentencia, la Corte ha decidido que, en principio, 

los cambios en la ley laboral se aplican a las relaciones de trabajo vigentes, 

independientemente de si son favorables o desfavorables para los intereses 

del trabajador, siempre y cuando el trabajador no tenga ya un derecho 

adquirido a que se aplique la vieja normatividad, por cuanto ya había reunido 

los requisitos necesarios para poder acceder al derecho cuya reglamentación 

fue modificada. 

  

Por otra parte, la Corte ha establecido que cuando un trabajador ya cumplió 

con los requisitos necesarios para poder acceder a un derecho, las nuevas 

                                                 
3 El artículo 11 del Decreto 1794 de 2000 revivió con la declaratoria de nulidad del Decreto 3770 de 2009.   
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leyes laborales que modifiquen los requisitos para acceder a ese derecho no 

le pueden ser aplicados. En este caso, entonces, se prohibe la retroactividad 

de la ley laboral, por cuanto el trabajador tendría ya un derecho adquirido a 

acceder a ese derecho de acuerdo con los requisitos del pasado”.  
 

Es así que la Corte Constitucional ha sido consistente en la utilización de la 

dicotomía conceptual derechos adquiridos – expectativas legítimas para 

juzgar la aplicación en el tiempo de las nuevas normas laborales para las 

relaciones laborales en curso. De esta forma ha indicado que cuando el 

trabajador ha cumplido con los requisitos para acceder a un derecho, de 

manera que se puede decir que ese derecho ha pasado a ser parte de su 

patrimonio personal, la nueva ley laboral no le puede ser aplicada. Por el 

contrario, la Corte ha concluido que las nuevas normas laborales son 

aplicables a los contratos de trabajo vigentes, cuando el trabajador no reúne 

los requisitos necesarios para poder acceder a un derecho, de tal forma que 

apenas cuenta con la legítima expectativa de poder acceder a ese derecho 

con la regulación existente. 
 

En este sentido podemos concluir que en el caso concreto el demandante, 

respecto a la aplicación del Decreto 1794 de 2000 para su subsidio familiar, no 

tenía el requisito necesario para su reconocimiento, pues no contaba con ser 

casado o con tener unión marital de hecho vigente, pues sólo hasta el 22 de 

noviembre de 2013 se casó, lo que nos lleva a concluir que contaba con una 

expectativa de poder acceder a ese derecho con la regulación existente. 
 

Ahora bien, la nueva normativa contempla el reconocimiento del subsidio no 

sólo para los soldados profesionales que contrajeran matrimonio o tuvieran 

una unión marital de hecho vigente, sino que amplió su cubrimiento al grupo 

familiar, esto es a los hijos, por lo tanto, se puede decir que la normativa 

mencionada quiso proteger no sólo al matrimonio o unión marital de hecho 

sino a la institución familiar como tal.  
 

En ese sentido, el demandante propone aplicar las normas contenidas en el 

Decreto 1794 de 2000, respecto al subsidio familiar, no obstante, no se percata 

que en tal sentido perdería lo que ahora el Decreto 1161 del 24 de junio de 

2014 regula, esto es el reconocimiento del subsidio familiar para los hijos. 
 

No obstante, lo anterior, es preciso señalar que lo reglamentado en el Decreto 

1161 del 24 de junio de 2014, puede ser menos beneficioso que lo formulado 

en el Decreto 1794 de 2000, respecto al subsidio familiar, sin embargo, se debe 

tener en cuenta lo establecido por la Corte Constitucional en sentencia ya 

mencionada en párrafos precedentes así: 
 

“De la exposición desarrollada cabe concluir, entonces, que la jurisprudencia 

de esta Corporación ha definido con claridad que, en principio, las nuevas 

leyes laborales son aplicables a los contratos de trabajo que se encuentran en 

curso, independientemente de si son menos favorables al trabajador, por 

cuanto los trabajadores no cuentan sino con una expectativa de que se les 

continúen aplicando las normas anteriores acerca de un determinado 

derecho. La situación es diferente cuando el trabajador ha cumplido con los 

requisitos contemplados en las leyes anteriores para la consolidación de un 
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derecho. En este caso se está frente a un derecho adquirido, que no puede 

ser modificado por las leyes posteriores. 

  

De otra parte, la jurisprudencia de la Corte ha fijado algunos límites a la 

reducción del alcance de la protección de los derechos laborales. Así, la Corte 

ha expresado que se debe atender al principio de la prohibición de la 

arbitrariedad – el respeto del cual se juzga a través del método de 

proporcionalidad -, a la confianza legítima y a los principios mínimos del trabajo 

previstos en los tratados internacionales de derechos humanos, de los cuales 

se deriva el mandato de la progresividad y la prohibición prima facie de los 

retrocesos en materia de derechos económicos y sociales”. 

 

Principio de progresividad y prohibición de regresividad en materia de 

derechos pensionales y expectativas legítimas ante eventuales reformas 

laborales 

 

Igualmente se debe tener en cuenta que el principio de progresividad y la 

prohibición de regresividad se encuentran consagrados en las normas de 

derecho internacional que hacen parte del bloque de constitucionalidadd: 

 
“(…) El artículo 93 de la C.P. establece que, “Los derechos y deberes 

consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los 

tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 

Colombia”. Con base en esta norma se ha introducido en Colombia la 

idea de que dichos tratados y convenios internacionales sobre derechos 

humanos firmados y ratificados por Colombia, hacen parte del Bloque 

de constitucionalidad (…)” 

 

ya que específicamente se encuentran estipulados en el artículo 2 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que establece 

que 

 “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete 

a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y 

la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, 

hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 

progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en 

particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de 

los derechos aquí reconocidos”.  

 
Del mismo modo en el artículo 11.1 del El Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales se establece que: 

 

 “(…) Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de 

toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso 

alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua 

de las condiciones de existencia (...)” 

 

Así mismo  el Comité Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales de Naciones Unidas, a través de sus Observaciones Generales, ha 

establecido criterios de interpretación del principio de progresividad, como el 

que se dio en la Observación No 14 relativa al derecho a la salud en donde se 
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dijo que: 

 

 “(…) la progresividad no priva de contenido la obligación estatal, y por 

ello las medidas regresivas, que disminuyen una protección a la salud ya 

alcanzada, se presumen contrarias al Pacto (…)”.  

 

Finalmente se debe tener en cuenta que en el Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos se encuentra consagrado dicho principio cuando en el 

artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de 

San José de Costa Rica) se establece que: 

 

“(…) Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto 

a nivel interno como mediante la cooperación internacional, 

especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la 

plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 

económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas 

en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada 

por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos 

disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados(…)”.  

 

Del mismo modo se consagra dicho postulado en el artículo 4º del Protocolo 

de San Salvador, que establece que: 

 

“No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos 

reconocidos o vigentes en un Estado en virtud de su legislación interna 

o de convenciones internacionales, so pretexto de que el Presente 

Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor grado” 

 

 

Es decir que para el caso de estudio no se ha dejado de reconocer pues el 

subsidio familiar reclamado fue reconocido conforme a las normas vigentes y 

de conformidad a lo establecido por el decreto 1161 del 24 de junio de 2014, 

que para la fecha de la solicitud se encontraba vigente; cuando el 

demandante finalmente formalizo su solicitud, por lo cual no Existió desmejora. 

 

Igualmente se debe resaltar que la valoración y la diferenciación entre “meras 

expectativas”, “derechos adquiridos” y “expectativas legítimas” han ido 

evolucionando. En una primera instancia la Corte estableció que únicamente 

se podía aplicar el principio de no regresividad en materia de pensiones 

cuando se trataba de derechos adquiridos y no de meras expectativas.  Así 

por ejemplo en la Sentencia C-168 de 1995 en donde la Corte hizo el control 

de constitucionalidad de algunos apartes de los artículos 11 y 36 de la Ley 100 

de 1993,  en los cuales se aumentaba la edad y el tiempo de servicio para 

acceder a la pensión de vejez, se disminuía el monto de ésta, y se creaba un 

régimen de transición en donde se aplicaban algunos de los elementos del 

régimen anterior a quienes se encontraban más cerca de cumplir con la edad 

para la jubilación, por lo que con firmeza que no existió un derecho adquirido 

por que para la fecha en que ingreso el soldado voluntario (LEY 131 DE 1985) 

se le dio la calidad de soldado profesional (DECRETO 1793 Y DECRETO 1794 DE 

2000), el subsidio familiar era una expectativa puesto que debía cumplir los 
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requisitos previstos en el artículo 11 del decreto 1794 de 2000, los cuales 

cumplió hasta el 2 de octubre de 2015, con el decreto 1161 del 24 de junio de 

2014, lo evidencia que adicionalmente, deja en evidencia que jamás entro a 

su patrimonio suma diferente a la que se viene cancelando   de conformidad 

a lo siguiente: 

  
“El derecho adquirido se incorpora de modo definitivo al patrimonio de 

su titular y queda a cubierto de cualquier acto oficial que pretenda 

desconocerlo, pues la propia Constitución lo garantiza y protege; no 

ocurre lo mismo con la expectativa que, en general, carece de 

relevancia jurídica y, en consecuencia, puede ser modificada o 

extinguida por el legislador. Y es en esta última categoría donde debe 

ubicarse la llamada 'condición más beneficiosa'. Se puede concluir que 

quien ha satisfecho los requisitos de edad y tiempo de servicio o número 

de semanas cotizadas, exigidas por la ley para acceder a una pensión 

de jubilación o de vejez, tiene un derecho adquirido a gozar de la 

misma. Pero quien aún no ha completado el tiempo de servicio o 

llegado a la edad prevista en la norma legal, no tiene un derecho, sino 

que se halla apenas ante una simple expectativa de alcanzarlo en el 

momento de reunir la condición faltante”. 

 

EN CUANTO A LAS COSTAS 
 

Respecto a la condena en costas, el artículo 188 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en concordancia con el 

artículo 365 numerales 1° y 8° del C.G.P prescribe: 

 

“(…) ARTICULO 188. CONDENA EN COSTAS.  Salvo en los procesos en que se 

ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, 

cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código 

Procedimiento Civil (…)”. 

 

El artículo referido prevé una condena de carácter objetivo para quien resulte 

vencido en el proceso en concordancia con el artículo 365 numeral 1° y 8° del 

C.G.P., que prevé que debe demostrarse las costas. Por lo tanto, no se 

condenará en costas en el proceso, pese a resultar vencida. 

 

ANEXOS CON LA DEMANDA  

 

1. anexar poder debidamente conferido y sus anexos, con el fin de que 

se me reconozca personería para actuar. 

 

PETICIÓN. 

 

1. Comedidamente solicito al señor Juez se nieguen las pretensiones de la 

demanda, de conformidad con los argumentos presentados.  

 

PRUEBAS: 
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De la manera más atenta solicito a su despacho declara de oficio la siguiente 

prueba:  

 

Solicitar a la Dirección de Personal copia de los siguientes documentos: 

  

1. Acto administrativo donde se le reconoció el subsidio familiar con 

todos los soportes de dicho acto administrativo, como lo son solicitud 

de reconocimiento, registros civiles, entre otros. 

2. Constancia del tiempo de servicio del soldado profesional.  

3. Derechos de petición presentado por el demandante donde solicita 

se incluya el subsidio familiar en la hoja de servicios. 

4. Respuestas a los derechos de petición emitida por la sección de 

ejecución presupuestal y las constancias de notificación 

 

COSTAS 

 

Solicito se dé aplicación al artículo 188 del C.P.A.C.A, toda vez que las 

presentes actuaciones se presentaron de buena fe, además que no se incurrió 

en conductas dilatorias o temerarias.  

 

NOTIFICACIONES. 

 

En la Dirección de Asuntos Contenciosos del Ejército, Sede Bogotá ubicada  

 

En la calle 44b N° 57 - 15  Bogotá D.C. Dirección de Asuntos Contenciosos del 

Ejército, vía web a los correos que se relacionan, maria.gordillo@ejercito.mil.co 

(correo institucional) o mgordillocastillo@yahoo.com (correo personal)  

  

 

Cordialmente, 

 

 

 

MARIA DEL PILAR GORDILLO CASTILLO 

C. C. No. 53.101.778 de Bogotá 

T. P. No. 218.056 del C. S. de la J. 

Abogada – Ministerio de Defensa – Ejercito Nacional. 
 














































